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RESUMEN 

 

El presente análisis jurídico, se refiere a un importante caso resuelto por los 

integrantes del Tribunal Constitucional de la República del Perú, que mediante 

Sentencia N° 1333-2006-LIMA, realizan un análisis jurídico sobre el tema: “La 

prohibición del reingreso a la carrera judicial de los magistrados no ratificados”. 

Se tiene que el objetivo de la referida sentencia es establecer un precedente 

vinculante respecto a que el Consejo Nacional de la Magistratura debe realizar 

una interpretación integrada de los artículos 154.2° y 2.2° de la Constitución 

Política del Perú, para no impedir el derecho de los magistrados no ratificados 

de reingresar a la carrera judicial. Material y Métodos; se empleó una ficha de 

análisis de documentos, analizando una muestra consistente de la Sentencia 

antes mencionada, utilizando el Método Descriptivo Explicativo, cuyo diseño fue 

no experimental ex post facto. Entre el Resultado, el Tribunal Constitucional, 

resuelve: “1.-Declarar Fundada la demanda de Amparo en el extremo referido a 

la convocatoria N° 002-2003-CNM, la resolución N° 034-2004-CNM y la 

convocatoria N° 001-2004-CNM, de acuerdo con lo previsto por el segundo 

párrafo del artículo 1° del Código Procesal Constitucional (…); 2.- Declarar 

Fundado la demanda de amparo en el extremo referido a la invocada amenaza 

de derechos constitucionales materia de la demanda, respecto de las futuras 

convocatorias que efectúe el CNM (…); 3.- Declarar conforme a lo dispuesto por 

el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, que la 

presente sentencia, en particular, los fundamentos 4 al 14 con las reglas 

contenidas en el fundamento 25 supra, constituyen precedente vinculante; 4.- 

Ordena al CNM y a todos los jueces de la república, bajo responsabilidad cumplir 

en sus propios términos lo resuelto por este tribunal en el sentido de que los 

magistrados no ratificados no están impedidos de postular nuevamente al Poder 

Judicial o al Ministerio Público y por tanto de reingresar a la carrera judicial”. En 

conclusión, a través del precedente vinculante, se establece como doctrina 

jurisprudencial lo siguiente: “Los Magistrados no ratificados no están impedidos 

de postular y reingresar a la carrera judicial”.  

  

Palabras claves: Magistrado, reingresar, carrera judicial, derecho a la igualdad 

y no discriminación por ningún motivo y derechos fundamentales. 
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CAPÍTULO I 

INTRODUCCIÓN 

 

En el presente trabajo se va analizar la SENTENCIA CONSTITUCIONAL N° 

1333-2006-PA/TC-LIMA, que versa sobre la prohibición del reingreso a la carrera 

judicial de los Magistrados no ratificados. 

 

A través de la Resolución N° 500-2002-CNM de fecha 20 de noviembre de 2002, 

se resuelve no ratificar en el cargo de Juez Mixto del Cono Norte de Lima a 

Jacobo Romero Quispe. Posteriormente, el Consejo Nacional de la 

Magistratura emprende la convocatoria N° 002-2003, a lo que el demandante 

decide participar, sin embargo mediante acuerdo del pleno del CNM lo declaran 

postulante no apto para el concurso nacional para cubrir vacantes de vocales y 

fiscales supremos debido a su condición de magistrado no ratificado; ante ello, 

interpone recurso de reconsideración, el mismo que fue desestimado mediante 

la Resolución N° 034-2004-CNM, del 23 de enero de 2004. 

 

En razón a lo expuesto, el recurrente interpone demanda de amparo contra el 

CNM ante la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, la misma 

que fue  declarada improcedente. En merito a ello, Jacobo Romero Quispe 

interpone recurso de Agravio Constitucional contra dicha sentencia, es sí que el 

TC resuelve: “1.-Declarar Fundada la demanda de Amparo en el extremo referido 

a la convocatoria N° 002-2003-CNM, la resolución N° 034-2004-CNM y la 

convocatoria N° 001-2004-CNM, de acuerdo con lo previsto por el segundo 

párrafo del artículo 1° del Código Procesal Constitucional (…); 2.- Declarar 

Fundado la demanda de amparo en el extremo referido a la invocada amenaza 

de derechos constitucionales materia de la demanda, respecto de las futuras 

convocatorias que efectúe el CNM (…); 3.- Declarar conforme a lo dispuesto por 

el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, que la 

presente sentencia, en particular, los fundamentos 4 al 14 con las reglas 

contenidas en el fundamento 25 supra, constituyen precedente vinculante; 4.- 

Ordena al CNM y a todos los jueces de la república, bajo responsabilidad cumplir 

en sus propios términos lo resuelto por este tribunal en el sentido de que los 
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magistrados no ratificados no están impedidos de postular nuevamente al Poder 

Judicial o al Ministerio Público y por tanto de reingresar a la carrera judicial”. 

 

El planteamiento del problema en el presente caso es determinar si la 

condición de Magistrado no ratificado es impedimento para reingresar a la 

carrera judicial tal como lo establece el artículo 154° numeral 2 de la Constitución 

Política del Perú. Siendo esto, una materia que ya ha sido ventilada en diversas 

sentencias constitucionales que se analizaran más adelante; que en general 

resolvieron que no cabe el tratamiento discriminatorio que el CNM da a los que 

fueron destituidos por medidas disciplinarias, para quienes no rige tal prohibición. 

De esta manera, siguiendo lo ordenado por las sentencias constitucionales se 

tiene que debe existir una interpretación integrada entre los artículos 154.2° y 

2.2° de la carta magna, en razón a que no pueden vulnerarse los derechos 

fundamentales de los magistrados no ratificados. 

Esto habría llevado a la sentencia materia de análisis en el presente trabajo de 

investigación, a concluir, que los magistrados no ratificados no se encuentran 

impedidos de postular nuevamente a diversas plazas convocadas, ya sea por el 

Poder Judicial o el Ministerio Público. Todo lo contrario, esto significaría la 

vulneración de diversos derechos constitucionales que en el desarrollo del 

trabajo se explicaran. 

Es así, que existen antecedentes referentes a este tema, puesto que el Tribunal 

Constitucional se ha pronunciado en sus diversas sentencias, al considerar que 

se vulneran los derechos fundamentales de los magistrados no ratificados al 

prohibir que estos, puedan reingresar a la carrera judicial. Por lo que, el Consejo 

Nacional de la Magistratura – CNM no puede realizar una interpretación literal de 

la norma, sino integrada para después ponderar los bienes constitucionales 

comprometidos y no exista un trato desigual injustificado.  

 

Asimismo, se evidencia la importancia que conforme al análisis del supremo 

intérprete de la Constitución (TC) se ordena al CNM realizar una interpretación 

más profunda y coherente de la norma constitucional.  
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Por estas razones que motivan el estudio, se deja establecida como doctrina 

jurisprudencial vinculante “Los magistrados no ratificados no están impedidos de 

postular nuevamente al Poder Judicial o al Ministerio Público y, por tanto, de 

reingresar a la carrera judicial”. 

Por lo que, el objetivo general es realizar un análisis de la SENTENCIA 

CONSTITUCIONAL N° 1333-2006-PA/TC-LIMA; mientras que el objetivo 

específico es determinar si la prohibición del reingreso a la carrera judicial de 

los magistrados no ratificados vulnera sus derechos fundamentales, en especial 

el establecido en el Art. 2.2° de la Constitución Política del Perú. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1. MARCO REFERENCIAL 

 

2.1.1. Antecedentes de Estudio 

 

 La importancia de las jurisprudencias, sentencias del Tribunal 

Constitucional y Ley Orgánica del CNM. 

 

 Respecto a la no ratificación de Jueces y Fiscales 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1941-2002-AA/TC, 

fundamento jurídico 13, de fecha 27 de enero de 2003, sobre la no 

ratificación de Jueces y Fiscales, señala lo siguiente: 

(…) la no ratificación constituye un voto de confianza o de no confianza sobre la 

manera como se ha ejercido el cargo para el que se le nombró durante los siete 

años. Dicha expresión de voto es consecuencia de una apreciación personal de 

conciencia, objetivisada por la suma de votos favorables o desfavorables que 

emitan los consejeros con reserva. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1550-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 7, de fecha 16 de julio de 2003, sobre la no 

ratificación de Jueces y Fiscales, señala lo siguiente: 

 

(…) el proceso de ratificación no tiene por finalidad pronunciarse sobre actos u 

omisiones antijurídicas que pudiera haber cometido  el recurrente (…). La 

decisión de no ratificar a un magistrado en el cargo que venía desempeñando no 

constituye una sanción disciplinaria; al respecto, es dable consignar que la 

sanción, por su propia naturaleza, comprende la afectación de un derecho o 

interés derivado de la comisión de una conducta desvaliosa para el ordenamiento 

jurídico. En cambio, la no ratificación constituye un voto de no confianza sobre la 

manera como se ha ejercido el cargo para el que se le nombró durante los siete 

años.  
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 Diferencia entre la no ratificación y la sanción disciplinaria 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1550-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 8, de fecha 16 de julio de 2003, sobre las 

diferencias entre la no ratificación y la sanción disciplinaria, señala lo 

siguiente: 

 

 (…) en el caso de la sanción disciplinaria, esta debe sustentarse en las pruebas 

que incriminan a su autor como responsable de una falta sancionable, impuesta 

luego de la realización de un procedimiento con todas las garantías; en cambio, 

en el caso de no ratificación, sólo se sustenta en un conjunto de indicios que, a 

juicio de los consejeros del Consejo Nacional de la Magistratura, tornan 

inconveniente que se renueve la confianza para el ejercicio del cargo. Por ello, 

(…) la “no ratificación” no obedece a una falta cuya responsabilidad se ha 

atribuido al magistrado, sino sólo a una muestra de desconfianza de la manera 

como se ha ejercido la función para la que fue nombrado durante los siete años 

(…) el derecho de defensa que le asiste a una persona en el marco de un proceso 

sancionatorio en el que el Estado hace uso de su ius puniendi, ya sea mediante 

el derecho penal o administrativo sancionador, no es aplicable al acto de no 

ratificación, ya que éste no constituye una sanción ni el proceso de ratificación 

es, en puridad, un procedimiento administrativo penalizador. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1550-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 14, de fecha 16 de julio de 2003, sobre las 

diferencias entre la no ratificación y la sanción disciplinaria, señala lo 

siguiente: 

 

(…) el mecanismo de ratificación judicial ha sido cambiado y, por ende, 

actualmente es percibido como un voto de confianza o de no confianza en torno 

a la manera como se ejerce la función jurisdiccional. Como tal, la decisión que 

se tome en el ejercicio de dicha competencia no requiere se motivada. Ello, a 

diferencia, cabe advertir, de la destitución, que, por su naturaleza sancionatoria, 
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necesaria e irreversiblemante debe ser explicada en sus particulares 

circunstancias (…). 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1550-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 16, de fecha 16 de julio de 2003, sobre las 

diferencias entre la no ratificación y la sanción disciplinaria, señala lo 

siguiente: 

 

(…) la no ratificación judicial es un acto de consecuencias aún más graves que 

la destitución por medidas disciplinarias, ya que, a diferencia de esta última, el 

inciso 2) del artículo 154° de la Constitución dispone, literalmente, que “Los no 

ratificados no pueden reingresar al Poder Judicial ni al Ministerio Público”. Al 

respecto, la Constitución señala, en el inciso 2) del artículo 154.°, que los jueces 

no ratificados no pueden reingresar al Poder Judicial o al Ministerio Público, a 

diferencia del tratamiento que da a los que fueron destituidos por medida 

disciplinaria, para quienes no rige tal prohibición de reingreso a la carrera judicial. 

 La prohibición del reingreso a la carrera judicial  

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1941-2002-AA/TC, 

fundamento jurídico 22, de fecha 27 de enero de 2003, sobre la 

prohibición del reingreso a la carrera judicial, señala lo siguiente: 

La no ratificación no implica una sanción, por lo que la posibilidad de aplicar la 

prohibición de reingresar a la carrera judicial, en principio, es incongruente, no 

sólo con relación a la naturaleza de la institución de la ratificación, sino también 

con el ordinal "d" inciso 24), del artículo 2° de la Constitución (…). 

Es incongruente, pues, con la institución de la ratificación ya que, como se ha 

expuesto, ésta no constituye una sanción, sino un voto de confianza en torno al 

ejercicio de la función confiada por siete años. También lo es con el ordinal "d" 

del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución, pues la prohibición de reingresar 

a la carrera judicial se equipara a una sanción, cuya imposición, sin embargo, no 

es consecuencia de haberse cometido una falta. 
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Tal es la interpretación que se debe dar a aquella disposición constitucional ("Los 

no ratificados no pueden reingresar al Poder Judicial ni al Ministerio Público"), 

pues, de otra forma, se podría caer en el absurdo de que una decisión que 

expresa un simple retiro de confianza en la forma como se ha desempeñado la 

función jurisdiccional y que, además no tiene por qué ser motivada; sin embargo, 

termine constituyendo una sanción con unos efectos incluso más drásticos que 

los que se puede imponer por medida disciplinaria. 

 El procedimiento de ratificación según la Ley Orgánica del CNM 

El Artículo 29º de la Ley N° 26397, Ley Orgánica del Consejo Nacional de la 

Magistratura señala literalmente: “El Consejo Nacional de la Magistratura revisa 

cada siete años la actuación y calidad de los jueces y fiscales de todos los 

niveles”. 

El artículo 30º de la Ley N° 26397, Ley Orgánica del Consejo Nacional de la 

Magistratura expresa textualmente: “A efectos de la ratificación de jueces y 

Fiscales a que se refiere el inciso b) del Artículo 21º de la presente Ley, el 

Consejo Nacional de la Magistratura evalúa la conducta e idoneidad en el 

desempeño del cargo, considerando la producción jurisdiccional, méritos, 

informes, de los Colegios y Asociaciones de Abogados, antecedentes que han 

acumulado sobre su conducta, debiendo conceder una entrevista personal en 

cada caso. Treinta días naturales antes del inicio del proceso de ratificación, el 

Presidente del Consejo solicita los informes pertinentes. Reunidos los elementos 

de juicio el Pleno del Consejo decide la ratificación o separación de los Jueces y 

Fiscales. Para la ratificación se requiere el voto conforme de la mayoría simple 

de Consejeros asistentes. La separación del cargo no constituye pena ni priva 

de los derechos adquiridos conforme a ley, pero sí impide el reingreso al Poder 

Judicial y Ministerio Público. La resolución que se adopte, no es susceptible 

de recurso alguno”. 

 

La conducta a la que se refiere el artículo del párrafo precedente se encuentran 

establecidas en el reglamento del procedimiento de evaluación integral y 

ratificación de Jueces del Poder Judicial y Fiscales del Ministerio Publico en su 

artículo 25° y son las siguientes: Medidas disciplinarias, quejas, denuncias e 
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investigaciones; Valoración de la participación ciudadana; Asistencia y 

puntualidad; Procesos judiciales; Méritos y reconocimientos; Informes de 

asociaciones y colegios de abogados; Información patrimonial; Independencia, 

trayectoria democrática, defensa de la Constitución y conocimiento de la realidad 

y prácticas socio culturales, en lo que sea aplicable; Exclusividad en la función; 

Antecedentes policiales, judiciales, penales y sanciones administrativas; 

Información sobre violencia familiar y Registro de Deudores Alimentarios 

Morosos; Información del Registro de Deudores por Reparaciones Civiles. 

 

La Idoneidad se encuentra establecida en el reglamento del procedimiento de 

evaluación integral y ratificación de Jueces del Poder Judicial y Fiscales del 

Ministerio Publico en su artículo 38° y son las siguientes: La calidad de las 

decisiones; La gestión del proceso; La celeridad y rendimiento; La organización 

del trabajo; Las publicaciones jurídicas y de temas afines; El desarrollo 

profesional. 

 

 La motivación de las resoluciones del proceso de ratificación 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1550-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 14, de fecha 16 de julio de 2003, sobre la 

motivación de las resoluciones en el proceso de ratificación de Jueces y 

Fiscales, indica lo siguiente: 

 

(…) las Constituciones de 1920, 1933 y 1979 establecieron, como parte del 

proceso de ratificación judicial, la obligatoriedad de la motivación de la resolución 

correspondiente. Sin embargo, no ha sido ésta una exigencia incorporada al 

texto de 1993. Por el contrario, de manera indubitable y ex profeso, los 

legisladores constituyentes de dicha Carta optaron por constitucionalizar la no 

motivación de las ratificaciones judiciales, al mismo tiempo de diferenciar a esta 

institución de lo que, en puridad, es la destitución por medidas disciplinarias (…). 
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 Los límites constitucionales de la permanencia en el cargo de los 

Magistrados  

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1941-2003-AA/TC, 

fundamento jurídico 10, de fecha 27 de enero de 2003, sobre los límites 

constitucionales de la permanencia en el cargo de los Magistrados, indica 

lo siguiente: 

(…) el derecho de permanecer en el servicio (judicial) es mientras observen 

conducta de idoneidad propia de la función. Sin embargo, esta facultad tiene dos 

límites constitucionales muy precisos: El primero de carácter interno, que se 

traduce en el derecho de permanecer en el servicio entre tanto se observe 

conducta e idoneidad propia o acorde con la investidura de la función que se 

ejerce. Y el segundo de carácter temporal, en razón de que el derecho de 

permanecer en el servicio no es cronológicamente infinito o hasta que se cumpa 

una determinada edad, sino que esta prefijado en el tiempo; esto es por siete 

años (…)”. 

 Evolución Normativa 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 1333-2006-PA/TC, en 

el fundamento del Voto del Magistrado Alva Orlandini, de fecha 08 de 

enero de 2006, sobre los precedentes históricos y constitucionales de la 

administración de justicia en el Perú, indica lo siguiente: 

Relata que la Constitución peruana de 1823, establecía que el Poder Judiciario 

residía exclusivamente en dicho poder, en Tribunales de Justicia y Juzgados. 

Además que: “(…) los jueces son inamovibles y de por vida si su conducta 

no daba motivo para lo contrario conforme a ley (…)”. En la Constitución de 

1826 (art. 98) decía que “los Magistrados y Jueces duraban en sus funciones 

tanto cuanto duren sus buenos oficios, en otras palabras eran vitalicios, siempre 

que fueran honestos”;  “los Jueces de Paz se renovaban cada dos años”. De 

la misma manera en la Constitución de 1828 “los Jueces eran perpetuos, ósea 

vitalicios y no podían ser destituidos sino por juicios y sentencias legal”. 

Asimismo, la Constitución de 1834, señalaba que “la duración de los Jueces 
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era en razón de su buen comportamiento y que no podían ser destituidos 

sino por juicio y sentencia legal”. En el año 1836, Gamarra como presidente 

provisionario estaba autorizado para nombrar, trasladar y remover al personal de 

la Magistratura cuando lo exigiese la conveniencia pública. 

De igual manera, la Constitución de 1839 decía que los jueces eran destituidos 

solo por juicio y sentencia legal. A partir de la Constitución de 1856 “los miembros 

del Poder Judicial serían amovibles pero la ley fijara la duración de sus cargos, 

y los Vocales de la Corte Suprema serían nombrados por el Congreso, a 

propuesta en terna doble del Poder Ejecutivo, los Vocales Superiores y los 

Jueces de Primera Instancia por el Presidente de la República a propuesta de 

las Juntas Departamentales”. En la Constitución de 1860, se repite la misma 

figura de nombramiento de los mencionados funcionarios, solo cambia que los 

vocales y fiscales de cortes superiores serán nombrados por el Poder Ejecutivo 

a propuesta de la Corte Suprema. En la Constitución de 1920 se dejó a la ley la 

determinación de la carrera judicial y se dispuso la ratificación de jueces y 

vocales de las Cortes Superiores, por la Corte Suprema cada 5 años. 

En la Constitución de 1933, los artículos 222°, 223° y 224° establecían: “(…) la 

no ratificación no constituye pena ni priva del derecho a los goces 

adquiridos conforme a ley, pero si impide el reingreso en el servicio 

judicial”.  Por otra parte, el Consejo Nacional de la Magistratura realizaría el 

proceso de nombramiento de Jueces y Fiscales Titulares en la administración de 

justicia, en el gobierno de Fujimori. 

2.1.2. Bases Teóricas (Definiciones conceptuales) 

 

 La ratificación 

 

La ratificación es un proceso de evaluación permanente e individual que 

comprende a jueces y fiscales que han cumplido siete años desde la fecha de 

su ingreso a la carrera judicial o al Ministerio Público. Posteriormente, cada 

magistrado será evaluado para la ratificación a los siete años de su última 

ratificación. 
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 Magistrado 

 

Proviene del latín “gobernar”, “conducir”. Se emplea en dos acepciones: 1) En 

sentido amplio, es toda persona que desempeña una función pública importante; 

2) en un sentido más restringido y propio, designa a los funcionarios encargados 

de la administración de justicia, es decir, los jueces. 

 

Magistrado actualmente se designa al personaje investido con la dignidad del 

cargo judicial que lo faculta para administrar justicia en representación del 

Estado. 

 

 Juez 

 

Persona investida de autoridad jurisdiccional, quien decide en un proceso la 

solución que se le debe dar al litigio planteado. 

 

 Fiscal 

Funcionario Público encargado de defender el patrimonio del Estado y es parte 

legítima en los juicios contenciosos administrativos y en todos aquellos en que 

se controviertan intereses del Estado. 

 

 Sentencia 

 

Del latín “sentiendo”, por expresar lo que opina, es aquella resolución que se 

pronuncia sobre la litis del proceso poniendo fin a la instancia. 

 Reingresar 

 

Según la Real Academia Española reingresar significa “Volver a ingresar”. 

 

 Carrera Judicial 

 

Según el artículo 1° de la Ley N° 29277, el concepto de la carrera judicial es: “La 

carrera judicial regula el ingreso, permanencia, ascenso y terminación en el 
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cargo de Juez; asimismo la responsabilidad disciplinaria en que incurran los 

Jueces en el ejercicio de sus funciones y los demás derechos y obligaciones 

esenciales para el desarrollo de la función jurisdiccional (…)”. 

 

 Derechos fundamentales 

 

Dícese de los derechos básicos que norman la convivencia social y que nacen 

como concepción de los gobernantes o como acuerdo entre la sociedad y el 

Estado (Chanamé, 2010, p.15). 

 

 Derecho a la Dignidad 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 2273-2005-PHC/TC, 

fundamento jurídico 5, 7, 8 y 10, de fecha 20 de abril  de 2006, sobre la 

definición del principio del derecho a la dignidad, señala lo siguiente: 

 

Conforme a la Constitución Política del Perú, la dignidad del ser humano no sólo 

representa el valor supremo que justifica la existencia del Estado y de los 

objetivos que este cumple, sino que se constituye como el fundamento esencial 

de todos los derechos que, con la calidad de fundamentales, habilita el 

ordenamiento. Desde el artículo 1° queda manifiesta tal orientación al 

reconocerse que “La defensa de la persona humana y el respecto de su dignidad 

son el fin supremo de la sociedad y del Estado”, y complementarse dicha línea 

de razonamiento con aquella otra establecida en el artículo 3°, que dispone que 

“La enumeración de los derechos establecidos (...) no excluye los demás que la 

Constitución garantiza, ni otros de naturaleza análoga que se fundan en la 

dignidad del hombre (...)”. 

(…) la dignidad sea caracterizada por la posición preferente que ocupa en el 

ordenamiento jurídico, y  por la individualización respecto del rol de fundamento, 

fin y límite que a la misma le corresponde cumplir frente a la existencia de todos 

los derechos fundamentales. 

En ese sentido, este Tribunal debe establecer que la realización de la dignidad 

humana constituye una obligación jurídica, que no se satisface en la mera técnica 



 

 13  
 

de positivización o declaración por el Derecho, sino que lo poderes públicos y los 

particulares deben garantizar el goce de garantías y niveles adecuados de 

protección a su ejercicio; y es que, la protección de la dignidad es solo posible a 

través de una definición correcta del contenido de la garantía. 

El doble carácter de la dignidad humana, produce determinadas consecuencias 

jurídicas: 

Primero, en tanto principio, actúa a lo largo del proceso de aplicación y ejecución 

de las normas por parte de los operadores constitucionales, como: a) criterio 

interpretativo; b) criterio para la determinación del contenido esencial 

constitucionalmente protegido de determinados derechos, para resolver 

supuestos en los que el ejercicio de los derechos deviene en una cuestión 

conflictiva; y c) criterio que comporta límites a las pretensiones legislativas, 

administrativas y judiciales; e incluso extendible a los particulares. 

Segundo, en tanto derecho fundamental se constituye en un ámbito de tutela 

y  protección autónomo. En ello reside su exigibilidad y ejecutabilidad en el 

ordenamiento jurídico, es decir, la posibilidad que los individuos se encuentren 

legitimados a exigir la intervención de los órganos jurisdiccionales para su 

protección, en la resolución de los conflictos sugeridos en la 

misma praxis intersubjetiva de las sociedades contemporáneas, donde se dan 

diversas  formas de afectar la esencia de la dignidad humana, ante las cuales no 

podemos permanecer impávidos. 

 Derecho a la igualdad y de no discriminación  

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional, EXP. N° 01423-2013-PA/TC, 

fundamento jurídico 17 al 20, de fecha 09 de diciembre  de 2015, sobre 

la definición del derecho a la igualdad y no discriminación, señala lo 

siguiente: 

 

El artículo 2 inciso 2 de la Constitución reconoce el principio-derecho de igualdad 

en los siguientes términos: Toda persona tiene derecho: (...) 2. A la igualdad ante 

la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole.  
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(…) la igualdad, consagrada constitucionalmente, ostenta la doble condición de 

principio y de derecho subjetivo constitucional (…). Como principio, constituye el 

enunciado de un contenido material objetivo que, en tanto componente 

axiológico del fundamento del ordenamiento constitucional, vincula de modo 

general y se proyecta sobre todo el ordenamiento jurídico. Como derecho 

fundamental, constituye el reconocimiento de un auténtico derecho subjetivo, 

esto es, la titularidad de la persona sobre un bien constitucional; la igualdad 

oponible a un destinatario. Se trata del reconocimiento de un derecho a no ser 

discriminado por razones proscritas por la propia Constitución (origen, raza, 

sexo, idioma, religión, opinión, condición económica) o por otras ("motivo" "de 

cualquier otra índole") que jurídicamente resulten relevantes. 

  

La obligación de no discriminación se encuentra prevista de manera expresa en 

el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el 

artículo 3 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. La 

obligación de no discriminación no debe confundirse con el derecho de toda 

persona a ser tratada igual ante la ley, tanto en la formación de la norma como 

en su interpretación o aplicación. Este derecho no garantiza que todos los seres 

humanos sean tratados de la misma forma siempre y en todos los casos. Como 

ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, puesto que "la 

igualdad y la no discriminación se desprenden de la idea de unidad de dignidad 

y naturaleza de la persona, es preciso concluir que no todo tratamiento jurídico 

diferente es propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato 

puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana (…).  

 

La igualdad jurídica presupone, pues, dar un trato igual a lo que es igual y 

desigual a lo que no lo es. De modo que se afecta a esta no solo cuando frente 

a situaciones sustancialmente iguales se da un trato desigual (discriminación 

directa, indirecta o neutral, etc.), sino también cuando frente a situaciones 

sustancialmente desiguales se brinda un trato igualitario (discriminación por 

indiferenciación). 
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 Derecho a la buena reputación 

 

Es el principio de dignidad de la persona del cual el derecho en referencia no es 

sino una de las muchas maneras como aquella se concretiza. El derecho a la 

buena reputación es en esencial un derecho que se deriva de la personalidad. 

Por ello, su reconocimiento y la posibilidad de la tutela jurisdiccional está 

directamente vinculado con el ser humano (Chanamé, 2010, p.15). 

 

 Derecho al Trabajo  

 

La normativa laboral se ocupa de reglamentar el uso del trabajo por un 

empresario y la adquisición de sus ganancias; acepta dicho beneficio, pero vigila 

y encamina los problemas que se originen en ese vínculo. (Neves, 2009, p. 4). 

La Constitución Política  de 1993, en su artículo 22°, reconoce el derecho al 

trabajo; este derecho incluye dos aspectos importantes. Uno, acceder a un 

puesto de trabajo, dos, el derecho a un cese laboral por causa establecida en la 

ley, es decir, justa. Por tanto, el derecho al trabajo supone que el Estado  realice 

políticas sociales, para así acceder a un puesto laboral (Calderón, Águila y 

Castillo, 2012, p. 131). 

 Derecho a la igualdad ante la Ley 

 

El derecho a la igualdad se expresa en dos términos: primero tenemos la 

igualdad ante la ley,  segundo la igualdad en la aplicación de la ley, con lo cual 

se origina en los destinatarios de las normas jurídicas un propósito directo, a no 

ser tratados desigualmente por éstas (Blancas, 2007, p.140). 

Entonces, el derecho a la igualdad es como una técnica de control que verifica 

la razonabilidad de las diferencias que pueda introducir el legislador en la 

aplicación de las normas. Es decir, el ciudadano puede utilizar dicho control, con 

el fin de determinar la legitimidad de la norma o del acto de aplicación que 

suponga la introducción de diferencias entre las personas (Blancas, 2007, 

p.143). 
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2.2. OBJETIVOS 

 

2.2.1. Identificación de los objetivos 

 

o GENERAL: Analizar la SENTENCIA CONSTITUCIONAL N° 1333-

2006-PA/TC-LIMA. 

 

o ESPECÍFICOS 

 

 

1. Determinar si la prohibición del reingreso a la carrera judicial de 

los magistrados no ratificados vulnera sus derechos 

fundamentales, en especial el establecido en el Art. 2.2° de la 

Constitución Política del Perú. 

 

2. Describir los derechos fundamentales que se vulneran de los 

Jueces y Fiscales que tienen la condición de no ratificados al 

impedirles postular a las convocatorias del Consejo Nacional de 

la Magistratura.  

 

2.3. VARIABLES 

 

 

2.3.1. Identificación de las variables 

 

o VARIABLE INDEPENDIENTE  

Proceso de ratificación de Magistrados 

 

o VARIABLE DEPENDIENTE 

Prohibición del reingreso a la carrera judicial de Magistrados no 

ratificados 
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2.4. SUPUESTOS 
 

- El Supremo Interprete de la Constitución (Tribunal Constitucional) es la 

máxima autoridad de administrar justicia, tiene la potestad de emitir 

precedentes vinculantes.  

 

- La prohibición o impedimento del reingreso a la carrera judicial de los 

magistrados no ratificados, establecido en el artículo 154.2 de la Carta 

Magna, vulnera el derecho: “A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser 

discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquiera otra índole”. 

 

- Los derechos fundamentales que se vulneran de los jueces y fiscales que 

tienen la condición de no ratificados, al impedirles postular a las 

convocatorias del Consejo Nacional de la Magistratura son: Derecho a la 

Igualdad ante la Ley, el derecho al trabajo, derecho a la dignidad, derecho 

a no ser discriminado. 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA 

 

3.1. METODOLOGÍA: 

 

El presente trabajo de investigación se enmarca dentro del nivel de 

investigación DESCRIPTIVA. 

 

3.2. MUESTRA: 

 

La muestra de estudio estuvo constituida por el fallo de los Magistrado que 

integran el Tribunal Constitucional de la República – Perú, recaída en la 

Sentencia Constitucional N° 1333-2006-PA/TC-LIMA. 

 

3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS: 

 

Las técnicas a utilizarse en el presente trabajo de investigación son las que 

a continuación se detallan: 

 

•  ANÁLISIS DE DOCUMENTOS, con esta técnica se obtendrá la 

información sobre la Sentencia Constitucional N° 1333-2006-

PA/TC-LIMA, artículo 154.2 de la Constitución Política.  

•  FICHAJE DE MATERIALES ESCRITOS, para obtener la 

información general del marco teórico y la situación de la 

legislación, para su modificación. 

 

3.4. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS: 

 

 

Para la recolección de datos se realizó las siguientes actividades: 

 

1. Se tuvo que descargar vía web el expediente del Tribunal 

Constitucional de Justicia de la República. 
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2.  Luego se realizó el análisis del Expediente – La Sentencia 

Constitucional N° 1333-2006-PA/TC-LIMA, desde el punto de vista 

normativo y legal mediante el método deductivo partiendo desde el 

marco de Derecho Constitucional. 

 

3. Se procedió posteriormente a la elaboración de los resultados 

encontrados. 

 

4. La recolección estuvo a cargo de los autores del método de caso. 

 

5. El procesamiento de la información se realizó mediante el uso de la 

constitución política del Perú (1993), Código Procesal Constitucional 

de Rioja Bermúdez Alexander, Libros “Diccionario de Derecho 

Constitucional” de Raúl Chanmé Orbe; “Derechos fundamentales de 

la persona y relación de trabajo” de Carlos Blancas Bustamante; y 

La Constitucionalización del derecho en el Perú” de Ana Calderón 

Sumarriva, Víctor Castillo Arredondo y Guido Águila Grados”, y la 

Sentencia Constitucional N° 1333-2006-PA/TC-LIMA. 

 

6. Durante toda la recolección de información se aplicaron los 

principios éticos y valores. 

 

3.5. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DEL ESTUDIO: 

 

Los instrumentos utilizados fueron sometidos a validez y confiabilidad, por 

tratarse de sentencias constitucionales y jurisprudencias, teniendo algunas 

precedentes vinculantes, emitidas por el máximo Tribunal de Justica de nuestro 

país. Asimismo, se tiene que estos se encuentran exentos de mediciones por 

tratarse de una investigación de tipo descriptivo con respecto a la Sentencia 

Constitucional N° 1333-2006-PA/TC-LIMA. 

 

3.6. PLAN DE ANÁLISIS, RIGOR Y ÉTICA: 
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En todo momento de la ejecución del anteproyecto, se aplicó los principios de la 

ética, así como los valores de la puntualidad, orden y se tuvo en cuenta la 

confidencialidad.  
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

 

Con respecto al análisis de la sentencia estudiada, esto es, la  Sentencia 

Constitucional N° 1333-2006-PA/TC-LIMA, se tiene que:  

 

El recurrente Jacobo Romero Quispe, con Resolución 500-2002-CNM, no fue 

ratificado en el cargo de Juez Mixto del Cono Norte de Lima; ante ello, interpone 

recurso de reconsideración, el mismo que fue declarado infundado con 

Resolución 034-2004-CNM de fecha 23 de enero de 2004. Posteriormente, el 

Consejo Nacional de la Magistratura convocó a concurso público plazas de 

Vocales y Fiscales Supremos (convocatoria N° 002-2003-CNM); el recurrente 

habiendo cumplido el perfil, postuló a la plaza de vocal supremo. Sin embargo, 

el demandado (CNM) lo consideró no apto por su condición de Magistrado no 

ratificado, sustentándose en el inciso 2) del artículo 154° de la Constitución 

Política del Perú, artículo 30° de su Ley Orgánica y que las decisiones del 

Tribunal Constitucional no pueden ser consideradas vinculantes, por haber sido 

emitidas por Sala y no por el Pleno.   

 

Ahora bien, el recurrente interpone demanda de amparo contra el Consejo 

Nacional de la Magistratura, a fin de que se declaren inaplicables el Acuerdo de 

Pleno del CNM que lo declaró postulante no apto y contra la Resolución 034-

2004-CNM. La sentencia del Vigésimo Juzgado Especializado en lo Civil de 

Lima, declaró improcedente la demanda materia de análisis; fundamentando 

que si bien es cierto, el Tribunal Constitucional ha considerado que los 

magistrados no ratificados no están impedidos de postular nuevamente al Poder 

Judicial o al Ministerio Público, también ha exhortado una reforma constitucional 

que defina mejor los contornos de la institución, que el artículo 154.2 de la 

Constitución conserva su eficacia, por lo que tal prohibición debe mantenerse 

hasta que sea reformada.   

 

En consecuencia, el demandante interpone recurso de apelación contra la 

sentencia mencionada en el párrafo anterior, ante la Quinta Sala Civil de la 

Corte Superior de Justicia, quien declaró improcedente la demanda de 
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amparo. Es por ello que, el señor Jacobo Romero Quispe interpone recurso de 

agravio constitucional: Reunido el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno 

Jurisdiccional, HA RESUELTO: 

 

1) Declarar Fundada la demanda de Amparo en el extremo referido a la 

convocatoria N° 002-2003-CNM, la resolución N° 034-2004-CNM y la 

convocatoria N° 001-2004-CNM, de acuerdo con lo previsto por el 

segundo párrafo del artículo 1° del Código Procesal Constitucional (…);  

 

2)  Declarar Fundado la demanda de amparo en el extremo referido a la 

invocada amenaza de derechos constitucionales materia de la demanda, 

respecto de las futuras convocatorias que efectúe el CNM (…);  

 

3) Declarar conforme a lo dispuesto por el artículo VII del Título Preliminar 

del Código Procesal Constitucional, que la presente sentencia, en 

particular, los fundamentos 4 al 14 con las reglas contenidas en el 

fundamento 25 supra, constituyen precedente vinculante;  

 

4)  Ordena al CNM y a todos los jueces de la república, bajo responsabilidad 

cumplir en sus propios términos lo resuelto por este tribunal en el sentido 

de que los magistrados no ratificados no están impedidos de postular 

nuevamente al Poder Judicial o al Ministerio Público y por tanto de 

reingresar a la carrera judicial”. 

 

Teniendo presente que la decisión antes acotada, por los integrantes del Tribunal 

Constitucional de la República del Perú, se debió a los siguientes 

fundamentos:  

 

La no ratificación judicial es una acto de consecuencias, aún más graves 

que la destitución por medidas disciplinarias, ya que, a diferencia de esta 

última, el inciso 2) del artículo 154° de la Constitución dispone literalmente que, 

“Los no ratificados no pueden reingresar al Poder Judicial o al Ministerio Público”, 

mientras que los destituidos por medidas disciplinarias si pueden reingresar. Al 

respecto la Constitución garantiza el derecho a la igualdad y no discriminación 
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por ningún motivo en el artículo 2.2°, de modo que no cabe el tratamiento 

discriminatorio que da a los que fueron destituidos por medida disciplinaria, para 

quienes no rige tal prohibición, al menos en la etapa de postulación para el 

reingreso a la carrera judicial. 

 

Que, la no ratificación no implica una sanción, por lo que, la posibilidad de aplicar 

la prohibición de reingresar a la carrera judicial es incongruente con relación a la 

propia naturaleza de la institución, ya que, como se ha expuesto, esta no 

constituye una sanción, sino, en todo caso, una potestad en manos del Consejo 

Nacional de la Magistratura a efectos de verificar, justificadamente, la actuación 

de los magistrados en torno al ejercicio de la función jurisdiccional confiada por 

siete años. 

 

Tal es la interpretación que se debe dar aquella disposición constitucional, (“Los 

no ratificados no pueden reingresar al Poder Judicial ni al Ministerio Público”), 

pues de otra forma, se podría caer en el absurdo de que una disposición que 

expresa la manifestación de una potestad constitucional del Consejo Nacional 

de la Magistratura. Respecto de la forma como se ha desempeñado la función 

jurisdiccional, sin embargo, termina constituyendo una sanción con unos efectos 

incluso más agravantes que los que se puede interponer por medida disciplinaria; 

produciendo así un trato desigual injustificado. Por ello, sin perjuicio de exhortar 

al órgano de la reforma constitucional a que sea éste el que, en ejercicio de sus 

labores extraordinarias, defina mejor los contornos de la institución, permitiendo 

hacer compatibles los derechos de los magistrados no ratificados con las 

funciones que cumple la ratificación, este Colegiado considera que tales 

magistrados no están impedidos de postular nuevamente al Poder Judicial o al 

Ministerio Público. 

 

Lo expuesto, en los 5 a 7 constituye la posición de este Colegiado respecto de 

los alcances del inciso 2) del artículo 154° de la Constitución. Quiere todo ello 

decir, en resumidas cuentas, que si se asume que la no ratificación no representa 

una sanción, ello no significa, ni puede interpretarse, como que, por encontrarse 

en dicha situación, un magistrado no ratificado se encuentra impedido de 

reingresar a la carrera judicial a través de una nueva postulación. En efecto, si la 
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no ratificación es un acto sustentado en la evaluación que, en ejercicio de su 

potestad constitucional ejerce la institución emplazada, mal puede concebirse 

que los no ratificados no puedan volver a postular a la Magistratura cuando tal 

prohibición no rige, incluso, para quienes sí con destituidos por medida 

disciplinaria. Como tal incongruencia nace de la propia Constitución, y esta 

norma debe interpretarse de manera que sea coherente consigo misma o con 

las instituciones que reconoce, para este Tribunal queda claro que una lectura 

razonable del artículo 154.2, no puede impedir en modo alguno el derecho del 

demandante a postular nuevamente a la Magistratura. 

 

No debe perderse de vista que el proceso de ratificación de magistrados resulta 

ser un proceso sui géneris, distinto a un procedimiento administrativo 

disciplinario, pues conforme lo establece el propio inciso 2) del artículo 154° de 

la Constitución como el artículo 30° de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de 

la Magistratura , dicho proceso es independiente de las medidas disciplinarias. 

Es, pues, un proceso de evaluación de desempeño de los magistrados al cabo 

del período de siete años, que aunque bastante particular, reúne las 

características de un procedimiento administrativo, en el que se analiza su 

actuación y calidad de juez y fiscal, así como su conducta e idoneidad en el 

cargo, criterios que serán sustentados con los documentos presentados por el 

propio evaluado y los recabados a petición del Consejo Nacional de la 

Magistratura. Luego, los fundamentos o razones que condujeron a la no 

ratificación deberán ser tomados en cuenta para efectos de una nueva 

postulación, lo cual no puede implicar una restricción, de plano, de acceso a la 

magistratura. Evidentemente, entiende este Tribunal, que la posibilidad de que 

un magistrado no ratificado pueda postular y, por ende, reingresar a la carrera 

judicial, será posible en la medida en que se verifique el cumplimiento de los 

demás requisitos exigidos por ley sin que, en cualquier caso, la simple no 

ratificación se esgrima como único argumento para rechazar al candidato. 

 

La vulneración invocada respecto a la convocatoria N° 002-2003-CNM y la Res. 

N° 034-2004-CNM se ha tornado en irreparable, pero esas decisiones son 

contrarías al artículo 2.2 de la Constitución “derecho a no ser discriminado”. Toda 

vez que, asumida la tesis de que, la no ratificación no representa una sanción, 
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ello no puede interpretarse  como que por encontrarse en dicha situación no 

pueden reingresar a la carrera judicial  cuando tal prohibición no rige, para 

quienes si son destituidos por medidas disciplinarias. Aunque tal incongruencia 

nace de la propia Constitución, el art. 154.2 debe interpretarse de manera 

coherente consigo misma. 

 

De igual manera sucede con la Convocatoria N° 001-2004, que al momento de 

interponerse la demanda aún no se había iniciado, toda vez, que a la fecha de 

vista de este Colegiado, ya había culminado con lo cual la amenaza invocada ha 

devenido en irreparable. Existió una posibilidad real y concreta de que el 

recurrente sea declarado no apto por su condición y por ende una amenaza 

cierta e inminente de violación de sus derechos constitucionales “a no ser 

discriminado”. 

 

Las reglas de derecho que se desprenden del caso: 

Regla procesal: El Tribunal Constitucional, de acuerdo con el artículo VII del 

Título Preliminar del Código Procesal Constitucional tiene la facultad jurídica 

para establecer, a través de sus sentencias que adquieren la autoridad de cosa 

juzgada, un precedente vinculante, cuando se estime una demanda por violación 

o amenaza de violación de un derecho fundamental, a consecuencia de la 

aplicación directa de una disposición de la propia Constitución, por parte del 

CNM, no obstante ser manifiestamente incongruente  con ella misma, o con la 

interpretación realizada por el Tribunal Constitucional (artículo VI del Título 

Preliminar del Código Procesal Constitucional) y que resulte por ende, 

vulneratoria de los valores y principios constitucionales, así como de los 

derechos fundamentales de los magistrados no ratificados que deseen postular 

nuevamente a la magistratura. 

 

Regla sustancial el CNM debe tener presente que, el TC, en tanto supremo 

intérprete de la Constitución, ha integrado el artículo 154.2, con el numeral 2.2, 

ambos de la Constitución.   

 

 

 



 

 26  
 

CAPÍTULO V 

DISCUSIÓN 

 

Con respecto al análisis de la sentencia estudiada, se ha podido determinar 

claramente que los jueces y fiscales que tienen la condición de Magistrados No 

ratificados no están impedidos de reingresar al Poder Judicial o al Ministerio 

Público a través de una nueva postulación, en razón a que la interpretación del 

artículo 154.2 de la Const.P.P no debe ser literal sino sistemática y coherente 

con sus demás dispositivos (art. 2.2. Const.P.P), sobre todo si se trata de una 

amenaza o vulneración de derechos fundamentales. Ahora bien, la figura materia 

de análisis se encuentra regulado principalmente como se ha venido 

mencionando a lo largo del presente trabajo, en el artículo 154.2 de la Carta 

Magna de 1993 que expresa literalmente: “(…) los no ratificados no pueden 

reingresar al Poder Judicial ni al Ministerio Público (…)”, concordado con el literal 

b) del artículo 21° de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de la Magistratura.  

En razón a lo expuesto, se ha señalado que la ratificación consiste en un voto 

de confianza o de no confianza sobre la manera como se ha ejercido el cargo 

para el que se le nombró durante los siete años. Dicha expresión de voto es 

consecuencia de una apreciación personal de conciencia, objetivisada por la 

suma de votos favorables o desfavorables que emitan los consejeros con reserva 

y en la Constitución Política vigente esta decisión no tiene que ser motivada.  

Por otro lado, según el Voto del Magistrado Alva Orlandini, que integra los 

fundamentos de la Sentencia que se analiza, ilustra los precedentes históricos 

constitucionales de la administración de justicia. Quien relata que la Constitución 

peruana de 1823 expresaba: “(…) los jueces son inamovibles y de por vida (…)”, 

la Constitución de 1826 decía que los Magistrados y Jueces duraban en sus 

funciones tanto cuanto duren sus buenos oficios, en otras palabras eran 

vitalicios, siempre que fueran honestos. En la Constitución de 1828 los Jueces 

eran perpetuos, ósea vitalicios y no podían ser destituidos sino por juicios y 

sentencias legales. Que en la Constitución de 1834, la duración de los Jueces 

era en razón de su buen comportamiento. Asimismo, en la Constitución de 1836, 

el presidente provisionario estaba autorizado para nombrar, trasladar y remover 

al personal de la Magistratura cuando lo exigiese la conveniencia pública. A partir 
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de la Constitución de 1856 los miembros del Poder Judicial serían amovibles 

pero la ley fijara la duración de sus cargos. Lo que el referido Magistrado, nos da 

a conocer en forma resumida es que antiguamente en nuestra historia dentro del 

marco de la administración de justicia, el puesto de Juez y Fiscal eran eternos 

(de por vida), es decir, no existía la institución jurídica de la ratificación hasta el 

año 1933, ya que, en los artículos 222°, 223° y 224° de la Constitución establecía 

“(…) la no ratificación no constituye pena ni priva del derecho a los goces 

adquiridos conforme a ley, pero si impide el reingreso en el servicio judicial”.   

Ante ello, con la Sentencia del Tribunal Constitucional del Exp. N° 1941-2002-

AA/TC, de fecha 27 de enero de 2003. Los señores Magistrados que suscriben 

la misma, fundamentan que la decisión de no ratificar a un Magistrado en el cargo 

que venía desempeñando no constituye una sanción disciplinaria que significaría 

que haya incurrido en una conducta disvaliosa para el ordenamiento jurídico. A 

diferencia de la no ratificación que constituye un voto de confianza o de no 

confianza sobre la manera como se ha ejercido el cargo durante los 7años. 

Asimismo, indican que consideran que en la medida que la no ratificación no 

obedece a una falta que haya cometido  sino a la muestra de desconfianza del 

ejercicio de la función. Que aplicar la prohibición de reingresar a la carrea judicial 

es incongruente, no solo con relación a la naturaleza de la institución de la 

ratificación sino también con el ordinal d) inciso 24 del artículo 2 de la 

Constitución “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al 

tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera 

expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no 

prevista en la ley”. Pues, de otra forma se podría caer en absurdo de que una 

decisión que expresa un simple retiro de confianza y que además no tiene por 

qué ser motivada sin embargo termina siendo una sanción con efectos más 

drásticos que los que se puede imponer por medidas disciplinarias.  

Asimismo, con la finalidad de reforzar la posición del Tribunal Constitucional, 

emite la sentencia materia de análisis Exp. N°  1333-2006-PA/TC-LIMA, de 

fecha 8 de enero de 2006, donde con los mismos fundamentos de la sentencia 

mencionada en el párrafo precedente se estableció como doctrina jurisprudencial 

vinculante en aplicación a lo dispuesto por el artículo VII del Título Preliminar del 
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Código Procesal Constitucional. En lo casos donde el Consejo Nacional de la 

Magistratura decida no ratificar a sus Magistrados, y por tener esta condición se 

les impida postular y reingresar a la carrera judicial. El tribunal Constitucional, 

quien es el máximo intérprete de la Constitución, ha determinado que los 

magistrados no ratificados no están impedidos de reingresar al Poder Judicial o 

al Ministerio Público a través de una nueva postulación porque la interpretación 

del artículo 154.2 de la Const.P.P no debe ser literal sino sistemática  y coherente 

con sus demás dispositivos (art. 2.2. Const.P.P), sobre todo si se trata de una 

amenaza o vulneración de derechos fundamentales.  

 

En razón a ello, se pronuncian respecto a la violación de derechos 

constitucionales, que se dio en el caso del señor JACOBO ROMERO QUISPE, 

al declararlo el CNM postulante NO APTO para la convocatoria N° 002-2003, 

debido a su condición de magistrado no ratificado se tornó en irreparable, en 

razón a que a la fecha de vista del TC, el concurso ya había culminado, sin 

embargo emite su pronunciamiento señalando que el mismo resulta contraria al 

inciso 2) del artículo 2 de la Constitución vigente “derecho a no ser discriminado”, 

toda vez que, el artículo 154 inciso 2 de la misma normativa, no puede impedir 

en modo alguno el derecho del referido, a postular nuevamente a la Magistratura. 

Y que por tanto, en el caso que se analiza se produjo un agravio y declaran 

fundada la demanda en ese extremo.   

De la misma forma, sucedió  con la convocatoria N° 001-2004-CNM, a la fecha 

de la vista por el Tribunal, dicha convocatoria ya había culminado, con lo cual la 

amenaza invocada se tornó en irreparable pero emiten pronunciamiento a razón 

que de que existía una posibilidad real y concreta de que el señor Jacobo 

Romero Quispe sea nuevamente declarado postulante no apto por su condición 

de no ratificado, en consecuencia su derecho a no ser descrinando  se vio 

amenazado.  

En nuestro país, la institución jurídica de ratificación, es un tema bastante 

controvertido, en razón a lo que expresa literalmente la propia Constitución que 

como ya se ha mencionado en el desarrollo del presente trabajo, los magistrados 

que no hayan sido ratificados no pueden reingresar a la carrera judicial pese a 
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solo ser un voto de confianza o desconfianza de los Consejeros del CNM, 

haciendo una gran diferencia entre los magistrados que hayan sido pasibles de 

sanciones por medidas disciplinarias que si pueden formar parte nuevamente de 

la carrea judicial. Y teniendo en cuenta, que las resoluciones que toman dichas 

decisiones respecto a esos cargos, no necesariamente tienen que estar 

motivadas. 

Conforme a lo detallado anteriormente, y estando al estudio del presente trabajo 

de análisis de caso, estoy de acuerdo con la decisión tomada por los 

miembros del tribunal constitucional. Toda vez que, considero que la 

Constitución Política del Perú,  donde se encuentran establecidos los derechos 

de las personas, no puede ser discordante entre sus propios artículos. Como es 

el caso de la no ratificación y de las sanciones por medidas disciplinarias, es 

decir, que la primera tenga una prohibición que definitivamente vulnera un 

derecho fundamental como lo es el “derecho a no ser discriminado” teniendo solo 

como sustento un voto de desconfianza de los Consejeros del CNM, que en 

muchas ocasiones no puede ser del todo objetivo; y el segundo que si se trata 

de una sanción por una conducta propia del Juez o Fiscal  que no va acorde al 

ordenamiento jurídico en el desempeño de su trabajo, si puedan volver a formar 

parte de la Magistratura. Además considero, que si como profesional cumplo con 

el perfil que requiere el puesto, tengo derecho a postular como cualquier otro 

profesional, en razón a que también tengo derecho al trabajo, y por consiguiente 

de ingresar nuevamente a una institución donde ya laboré si logró según mis 

capacidades de manera exitosa pasar todas las etapas del proceso de selección. 

Es por ello, que resulta legal que el Tribunal Constitucional como máxima 

instancia en sede nacional determine y aclare estas contradicciones de la propia 

Constitución, ordenando que se realice una interpretación sistemática y 

coherente  del artículo 154.2 y 2.2. del mencionado cuerpo normativo. 

Ahora bien, comparto el criterio de las diversas sentencias que se han 

pronunciado respecto de la misma materia, y cuando se traten de derechos 

fundamentales coinciden en dejar en claro que el Operador Jurídico no puede 

sustentar sus decisiones  amparándose únicamente en una interpretación literal 

de uno o más preceptos constitucionales, ya que, rara vez, la solución de una 



 

 30  
 

controversia en este ámbito pueda resolverse apelando a dicho criterio. Requiere 

por el contrario, de un esfuerzo de comprensión del contenido 

constitucionalmente protegido de cada uno de los derechos, principios o bienes 

constitucionales comprometidos, para, después de ello realizar una ponderación 

de bienes, (fundamento 5 de la STC N° 1941-2002-AA/TC). 

Finalmente, de los estudios realizados de la STC N° 1333-2006-PA/TC-LIMA, 

queda claro que esta fuera de discusión que los Magistrados no ratificados no 

están impedidos de postular nuevamente al Poder Judicial o al Ministerio Público 

y por tanto, de reingresar a la carrera judicial. 
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CAPÍTULO VI 

CONCLUSIONES 

 

La ratificación es un proceso a través del cual el CNM (Consejo Nacional de la 

Magistratura) ejerce su potestad de evaluar la conducta e idoneidad en el 

desempeño del cargo de los Jueces y Fiscales  durante los 7 años; a fin de 

establecer su continuidad en el cargo o por el contrario su destitución. Por otro 

lado, se entiende que la no ratificación, es una figura que se origina cuando los 

magistrados no obtuvieron el voto de confianza por parte de los Consejeros; y 

ello conlleva a la prohibición del reingreso al Poder Judicial o Ministerio Público, 

el mismo que está regulado en el artículo 154.2 de la Constitución Política del 

Perú (1993).  

 

La no ratificación, actualmente tiene consecuencias más graves que la 

destitución por medidas disciplinarias, a pesar de no ser una sanción. Toda vez 

que, este último si permite que los Jueces y Fiscales si puedan reingresar a 

formar parte de la carrera judicial. 

 

Asimismo, lo expresado por el artículo 154.2 es contradictorio con lo normado 

por el artículo 2.2 de la Carta Magna; porque todas las personas tenemos 

derecho a la igualdad y a no ser discriminado por ningún motivo. En cambio, en 

el caso materia de análisis se evidencia la vulneración de este derecho 

fundamental, a razón de que los magistrados que tienen la condición de no 

ratificados están prohibidos de reingresar a la carrera judicial, por tanto de 

postular a nuevas convocatorias del Consejo Nacional de la Magistratura. 

 

Es por ello, que el Tribunal Constitucional, quien es el máximo intérprete de la 

Constitución, ha determinado que los magistrados no ratificados no están 

impedidos de reingresar al Poder Judicial o al Ministerio Público a través de una 

nueva postulación porque la interpretación del artículo 154.2 de la Const.P.P no 

debe ser literal sino sistemática  y coherente con sus demás dispositivos (art. 

2.2. Const.P.P), sobre todo si se trata de una amenaza o vulneración de 

derechos fundamentales.  
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CAPÍTULO VII 

RECOMENDACIONES 

 

 Se  recomienda al Consejo Nacional de la Magistratura, antes de declarar 

postulante no apto a un magistrado por su condición de no ratificado, 

realizar una interpretación sistemática del 154.2 con el 2.2 de la 

Constitución Política del Perú; con la finalidad de evitar la violación de  

derechos fundamentales de los Jueces y Fiscales que pretenden postular 

a las convocatorias organizadas por su institución. 

 

 Que, el Legislador en cumplimiento de sus funciones, regule mejor sus 

instituciones (ratificación y medidas disciplinarias) para que no exista trato 

desigualitario entre los mismos y sean compatibles los derechos de los 

magistrados no ratificados con las funciones que cumple la ratificación, 

toda vez que, dichos magistrados no están impedidos de postular 

nuevamente al Poder Judicial o al Ministerio Público; muy aparte de que 

otra etapa de postulación no les permita su reingreso a la carrera judicial.  
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 

 

METODO DE CASO: “LA PROHIBICIÓN DEL REINGRESO A LA CARRERA JUDICIAL DE LOS MAGISTRADOS NO RATIFICADOS. SENTENCIA DEL 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL N° 1333-2006- LIMA”. 

                 

                   

PROBLEMA OBJETIVOS SUPUESTOS VARIABLES INDICADORES METODOLOGIA 

 

Determinar si la condición de 

Magistrado no ratificado es 

impedimento para reingresar 

a la carrera judicial tal como 

lo establece el artículo 154° 

numeral 2 de la Constitución 

Política del Perú. 

 

Establecer si existe 

Incongruencia entre el 

artículo 154.2  y el 2.2 de la 

Constitución Política. 

 

 

GENERAL 

Analizar la SENTENCIA 

CONSTITUCIONAL N° 1333-2006-

PA/TC-LIMA. 

ESPECÍFICOS 

 

Determinar si la prohibición del 

reingreso a la carrera judicial de los 

magistrados no ratificados vulnera 

sus derechos fundamentales, en 

especial el establecido en el Art. 2.2° 

de la Constitución Política del Perú. 

 

El Supremo Interprete de la Constitución 

(Tribunal Constitucional) es la máxima 

autoridad de administrar justicia, tiene la 

potestad de emitir precedentes 

vinculantes.  

 

La prohibición o impedimento del 

reingreso a la carrera judicial de los 

magistrados no ratificados, establecido en 

el artículo 154.2 de la Carta Magna, 

vulnera el derecho: “A la igualdad ante la 

ley. Nadie debe ser discriminado por 

 

VARIABLE 

INDEPENDIENTE  

 

Magistrados no 

ratificados 

 

VARIABLE 

DEPENDIENTE 

 

Prohibición del 

reingreso a la 

carrera judicial 

 

  

 

 

 

 

o TIPO DE 

INVESTIGACION: 

Descriptivo 

 

o DISEÑO 

No experimental 

 

o MUESTRA 

Expedientes 
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Describir los derechos 

fundamentales que se vulneran de 

los Jueces y Fiscales que tienen la 

condición de no ratificados al 

impedirles postular a las 

convocatorias del Consejo Nacional 

de la Magistratura.  

 

motivo de origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición económica o 

de cualquiera otra índole”. 

 

Los derechos fundamentales que se 

vulneran de los jueces y fiscales que 

tienen la condición de no ratificados, al 

impedirles postular a las convocatorias del 

Consejo Nacional de la Magistratura son: 

Derecho a la Igualdad ante la Ley, el 

derecho al trabajo, derecho a la dignidad, 

derecho a no ser discriminado. 

Vulneración de 

derechos 

fundamentales 

 

 

 

 

 

 

o TECNICAS 

Análisis 

Documental 

 

o INSTRUMENTOS 

Expediente 
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